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Resumen: Siempre se habla de la pena como medio para evitar el delito y así mismo, se 

pretende con ella resolver problemas sociales. Se considera que privando al infractor de su 

libertad en establecimientos de reclusión, se  pueden solucionar estos problemas y además  

resocializar al delincuente a través del tratamiento penitenciario. Por tal razón,  se consideró  

apropiado revisar la metodología que actualmente aplica en el Instituto Nacional Penitenciario y 

Carcelario dirigida a  la implementación  del  “sistema progresivo” como  forma de llevar a 

cabo el tratamiento penitenciario en  la población condenada, el cual está consagrado en el 

Código Penitenciario y Carcelario, Ley 65 de 1993.  

En estas páginas, se  pretende a través  del conocimiento directo que se ha tenido del 

sistema de tratamiento  colombiano actual,  de sus propia legislación,  e igualmente de la 

indagación, el  análisis  y valoración de  normas  internacionales, relacionadas con la materia,  

como también,  de escritos y  estudios que han realizado personas idóneas en el tema,  hacer un 

registro  del alto número de normas penales que se han  proferido con las cuales  se han 

tipificado continuamente diferentes conductas punitivas. De otra parte, se quiere analizar la 

exigua  evolución  que  ha tenido la legislación penitenciaria, a través de  la organización 

jurídica del País y  como la normatividad penitenciaria  se detuvo en el tiempo  casi por más de 

20 años,  quedándose  postergada bajo cimientos de antiguas  legislaciones foráneas, las  cuales 

ya no se  aplican en sus lugares de origen, trayendo como resultado que  el  objeto del 

tratamiento penitenciario previsto en la ley la “reinserción social”, no  siempre se  obtenga,  lo 

cual   es una de las causas de la “reincidencia”. Por tal motivo se cree que es conveniente 
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reformar las disposiciones penitenciarias que consagran  el “sistema progresivo” como 

procedimiento idóneo tendiente a  lograr la reinserción del penado a la sociedad.  

 

Palabras claves: Delito, norma penal, norma penitenciaria, pena, tratamiento, establecimiento 

de reclusión., sistema progresivo, recluso. 

 

Abstract: There is always talk of punishment as a means to avoid crime, and also punishment is 

intended to be used to solve social problems. It is considered that by depriving offenders of their 

freedom in prisons, these problems can be solved and also that they can be re-socialized through 

penitentiary treatment. For this reason, it was considered appropriate to review the methodology 

currently applied in the National Penitentiary and Prison Institute aimed at implementing the 

"progressive system" as a way to carry out prison treatment in the incarcerated population, 

which is spelled out in the Penitentiary and Prison Code, Law 65 of 1993. 

In these pages, it is intended that through direct knowledge of the current Colombian 

treatment system and of its own aforementioned legislation, as well as through investigation, 

analysis and evaluation of international standards related to the subject, and academic texts and 

studies that have been carried out by qualified persons on the subject, to record the high number 

of criminal laws that have been issued and have been used to typify different punitive conducts. 

On the other hand, we want to analyze the slight evolution of prison legislation, through the 

legal organization of the country and how prison regulations were stopped in time for more than 

20 years, being deferred under the foundations of old foreign legislation, which are no longer 

applied in their places of origin, resulting in the fact that the object of penitentiary treatment 

provided in the law of "social reintegration" is not always obtained, which is one of the causes of 

"recidivism". For this reason it is believed that it is advisable to reform the penitentiary 

provisions consecrated in the "progressive system" as a suitable procedure aimed at achieving 

the reinsertion of the prisoner into society. 

 

Keywords: Crime, criminal law, penitentiary law, imprisonment, progressive system.  
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1. INTRODUCCIÓN 

 

Estas líneas se fundamentan en el conocimiento directo del contexto penitenciario 

del país, en donde cada día aumenta la privación de la libertad de un alto número de 

colombianos y extranjeros, lo  cual  obliga a reflexionar sobre la existencia de  mandatos 

que son paralelos y complementarios entre sí y que su presencia  ha sido permanente en 

los diferentes momentos de la historia de la humanidad, en particular en la de Colombia; 

mientras que uno  ha ido evolucionando a la par con las problemáticas sociales, el otro, 

ha permanecido estático y no prospera, con la trascendencia que de él depende el futuro 

de muchos seres humanos que por diferentes circunstancias de la vida, los ha llevado  a 

situaciones adversas, estos mandatos son las disposiciones penales y el tratamiento 

penitenciario. 

El tratamiento nació por la existencia de la sanción penal y esta sanción a través de 

las épocas se les ha dado diferentes justificaciones es así, como expone (Bernal, 2016): 

Durante siglos los penalistas estudiaron separadamente el delito y la pena, y 

fundamentaron el derecho penal de manera lineal en las sucesivas luchas 

entre escuelas. 

Pero hoy, el asunto comienza a ser tema trascendental y fundamental. Se trata de 

buscar el fundamento material del derecho penal, su razón de ser para reflexionar 

sobre: ¿Por qué se castiga? ¿Cuándo se debe castigar? ¿Con qué finalidad se 

hace?  ¿Cuánto se puede castigar?  Preguntas que se ubican en el punto álgido del 

derecho penal contemporáneo con su fundamento político-criminal que responde la 

inquietud del ¿Por qué puede el Estado hacerlo?. 

El fundamento material del ius puniendi necesariamente desemboca en las teorías 

de la pena en el contexto de su dimensión o razón política. Este concepto (pena 

como hecho político) no es aislado, por lo tanto, al estudiar las teorías de la pena 

éstas corresponden a diferentes modelos de Estado,  cada uno con un soporte 

político criminal que sólo vamos a enunciar, para arribar a la conclusión de que 

frente a este núcleo central del derecho penal –la pena–  estamos en un círculo 

vicioso. El eterno retorno que planteó Nietzsche, no sólo de los acontecimientos 
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que se repiten, sino también, de los pensamientos y sentimientos que transitan de 

una manera infinita e incansable. 

Esta concepción metajurídica de la pena fue mutando hacia  una Retribución Justa 

y Jurídica durante la Ilustración, animada por los espíritus liberales presentes en el 

pensamiento de Kant (1724-1804) y Hegel (1770-1831), estableciendo los 

fundamentos del nuevo orden burgués. Se da de esta manera el paso del 

teocentrismo medieval al antropocentrismo característico de una época preocupada 

por el papel del hombre en su desarrollo histórico y social. Las teorías absolutas 

defienden que la pena no tiene más razón de ser que la precedente comisión de un 

delito. Sus fines son alcanzar la justicia (Kant) o afirmar la vigencia del derecho 

(Hegel). El derecho penal, en consecuencia, se legitimó como instrumento eficaz 

para lograr la justicia a través de la retribución, es decir, de imponer un castigo a 

quien ha causado un mal. 

 

Analizó (Cita, 2012), En Colombia las legislaciones penales han tomado como 

modelo en principio la legislación española, posteriormente la italiana y en estas décadas 

la anglosajona. La pena como elemento esencial para la seguridad y la convivencia ha 

sido un instrumento sin el cual no hay vida social:   

(Cita Triana, 2012, pág. 68) En cuanto a la crisis del sistema penal colombiano, 

Vallejo (2011, p. 143) ha sintetizado sus rasgos en "la falta de identidad legislativa, 

el expansionismo del derecho penal, la inclusión de un derecho penal del enemigo 

para el delincuente común, la estigmatización del delincuente, la tensión entre 

poder y derecho penal, la internacionalización del derecho penal, la intromisión de 

los medios de comunicación en el endurecimiento del sistema, el terrorismo penal, 

el derecho penal simbólico, el incremento de penas, (...) el abuso de la figura de 

bien jurídico, entre otros". Sumado a esto, los estudios de criminología crítica en 

Latinoamérica han insistido que la configuración y el uso del poder punitivo, ha 

propiciado la coexistencia de varios tipos de sistemas penales (Vallejo, 2011, p. 

145)”
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Las trasformaciones  descritas  han sido plasmadas en el alto número de reformas 

penales, que se han expedido en el país, así: cuatro códigos de procedimiento penal 

(Decreto 050/1987, Decreto 2700/1991, Ley 600/2000 y Ley 906/2004), dos códigos 

penales (Decreto 100/1980 y Ley 599/2000), dos códigos de menores (Decreto 

2737/1989 y Ley 1098/2006), sin incluir las innumerables reformas parciales, normas 

que una vez promulgadas sufrieron reformas más de cincuenta leyes penales, además de 

los convenios y protocolos internacionales, con  la incorporación en el ordenamiento 

jurídico de las disposiciones sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, 

producción y transferencia de minas antipersonales y su destrucción (Ley 554/2000); 

Convención Interamericana sobre asistencia mutua en materia penal (Ley 636/2001); 

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (Ley 707/2002); 

Convención Interamericana contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 

municiones, explosivos y otros materiales relacionados (Ley 737/2002); Estatuto de 

Roma de la Corte Penal Internacional (Ley 742/2002); Protocolo para la represión de 

actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicio a la aviación civil 

internacional (Ley 764/2002); Protocolo Facultativo de la Convención sobre los 

Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de 

los niños en la pornografía (Ley 765/2002); Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Transnacional; con las leyes 890/2004 y 1142/2007, se 

incrementaron las penas con un máximo de la pena de prisión hasta los 60 años en caso 

de concurso de delitos y hasta los 50 para  otros delitos  y hubo una elevación general de 

penas previsto en el art. 14, de la pena mínima en una tercera parte y del máximo en la 

mitad., Debe citarse la Ley 975 de Justicia y Paz que creó un jurisdicción diferente y 

sistema penal especial. Como se podrá observar en el acápite respectivo la norma 

penitenciaria no ha sido concordante frente al cambio social y  la legislación penal. 

 Se presentan las estadísticas de la actual población reclusa intramuros; la que 

accede a programas de ocupación y la que es reincidente y vuelve nuevamente a la 

prisión,  esto con  el propósito de reflexionar sí las personas que reinciden si tuvieron un 

tratamiento efectivo o el medio al cual vuelven, una vez logran la libertad los conlleva 

nuevamente a delinquir. De tal forma que se hace necesario determinar  los factores de 
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riesgo a los  cuales  está expuesto: por consiguiente se requiere que dentro de los 

programas de tratamiento se pondere en aquellos dirigidos a prevenir la reincidencia, 

además, es prioritario establecer cuáles serían las circunstancias que impiden su 

reintegración a la sociedad, podría enunciarse entre otros: el entorno social en el cual 

vivió, su  grado de escolaridad, el exceso de consumo de substancias, familias 

desintegradas, problemas físicos de salud,  enfermedad mental  etc.  

En la presente exposición se abordará el método que utiliza la legislación 

colombiana, para realizar la ejecución de la pena privativa a de la libertad y el 

tratamiento penitenciario a través de los temas a relacionar:  

 Disposiciones penitenciarias internas. 

 El tratamiento penitenciario aplicación del tratamiento INPEC 

 Sistema progresivo, conceptos 

 Perspectiva internacional del tratamiento penitenciario: organismos 

internacionales, reglas mínimas,  legislación extranjera actual 

 

Esta reflexión invita a las autoridades competentes que puedan lograr la 

modificación del método actual de tratamiento penitenciario, el sistema progresivo 

previsto en la Ley 65 de 1993, y adoptar un modelo que sea  acorde con la legislación 

penal  y la idiosincrasia de la población colombiana. 

En razón que el actual modelo de tratamiento penitenciario, ya no se usa en otros  

países, por cuanto tal método no es procedente  para tratar de obtener  la resocialización 

o rehabilitación de los reclusos, por ende, el sistema penitenciario colombiano debería  

ser revaluado, con el propósito  que el actual  modelo de tratamiento Penitenciario se 

compagine con las nuevas metodologías dirigidas a la resocialización de los reclusos.  

Esta  deducción se expone con el propósito que sirva de reflexión u objeto de discusión 

de los interesados en el tema. 
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2. METODOLOGÍA 

 

Se parte de la valoración del conocimiento directo que se ha obtenido después de 

varios años de observación, análisis de la información allegada a la Dirección General 

del INPEC, proveniente  de la autoridades judiciales,  órganos de control, los usuarios 

del Instituto, funcionarios y su cotejo con investigaciones, fallos de las altas cortes,  

estudios y trabajos que sobre la materia han adelantado tanto expertos como estudiantes, 

igualmente  mediante la lectura de artículos de revista, libros y publicaciones, entre otras 

fuentes disponibles relacionadas con este ámbito. 

Posteriormente profundizar con el fin de obtener una visión general sobre cada 

texto de interés para su análisis, valoración e interpretación, así como para extraer las 

ideas o tesis principales que pronuncia cada autor respecto a los aspectos que influyen 

y/o intervienen en la reinserción social y laboral de las personas reclusas. De otra parte  

se revisaron  trabajos de estudiantes que se han preocupado por el tema penitenciario, los 

cuales han adelantado entrevistas con internos respecto a los antecedentes que existen 

sobre el caso del mismo, la revisión del pensamiento de eruditos extranjeros, que han 

conceptuado sobre el desarrollo de la pena a través del tiempo y han determinado hasta 

donde llega su alcance como medio  de organización social; consultados en páginas 

webs de diferentes Universidades internacionales y nacionales. 

 Lo anterior ha permitido evaluar las actividades de la Entidad frente a los 

resultados alcanzados en otros escenarios de igual índole. También se examinaron 

diferentes normas penitenciarias, tanto latinoamericanas como europeas, con el fin de 

establecer cuál es la modalidad de tratamiento penitenciario o la técnica que utilizan para 

el cumplimiento de la pena, tendiente a determinar si en el país se ha avanzado o no en 

los programas dirigidos a la resocialización del recluso para finalmente presentar 

algunas deducciones. 

En el tema propuesto la línea de trabajo es el análisis del “sistema progresivo” 

como metodología  para el tratamiento penitenciario,  consagrado en la Ley 65 de 1993,  

debe ser revisado  y reconsiderado como  instrumento para la resocialización del interno. 
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3. RESULTADOS 

 

3.1. Disposiciones Penitenciarias Internas 

 

El tratamiento penitenciario ha sido consagrado en diferentes disposiciones que 

han regulado la operatividad de las prisiones en Colombia, es así que en principio no se 

habló de la pena como medio resocializador, algunas de estas primeras regulaciones 

emitida tras la independencia de Colombia, corresponde al decreto del 14 de marzo de 

1828, que si bien no es realmente carcelario, pues todavía no existía la pena privativa de 

la libertad para los hombres libres en el país, como lo comenta (Aguilera Peña, 2002).  

También se expidieron otras disposiciones que ordenaban la construcción de sitios 

de reclusión y en 1838 se promulgó la ley de “establecimientos de castigo”, con la 

estructura de lo que hoy se puede hacer referencia “código penitenciario y carcelario”, 

en el que se regulaba a fondo la cuestión penitenciaria del país por primera vez. 

El código dividió las penas en "corporales" y "no corporales". Las primeras 

comprendían los trabajos forzados, "la vergüenza pública", la expulsión del 

territorio nacional y el encierro carcelario que se denominaba como prisión, 

presidio o reclusión, según el número de años de condena. Las penas no corporales 

estaban constituidas por la "declaración de infamia", la privación o suspensión de 

los derechos políticos y civiles, la inhabilitación, suspensión o privación del 

ejercicio del empleo, profesión o cargo público, la multa, la vigilancia por las 

autoridades, la fianza de buena conducta, arresto o encierro no superior a cuatro 

años, y el "apercibimiento" o llamado de atención por un juez de la República. La 

pena de muerte se ejecutaba mediante el método del "garrote", la muerte se 

producía por estrangulamiento. Con la pena de muerte concurrían los castigos de 

"vergüenza pública" y la declaratoria de "infamia" (Aguilera Peña, 2002). 

Posteriormente con la organización judicial de Colombia se profirió  el Decreto 

1405 de 1934 o código de régimen carcelario, que tuvo como principal novedad la 

inclusión del concepto readaptación del delincuente, albores de la resocialización, El 
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decreto legislativo 1817 de 17 de julio de 1964, introdujo  modificaciones sustanciales a 

al  1405,  por cuanto se regulan  para el régimen penitenciario la introducción normativa 

de los principios establecidos por las Reglas Mínimas, adoptadas años antes por 

diferentes países. 

Con la creación del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario se expide la 

actual codificación penitenciaria la Ley 65 del 19 de agosto de 1993,  en la cual se  

consagra la resocialización del  recluso,  contiene los principios de respeto a la dignidad 

humana, legalidad de la pena, entre otros, fija el sistema progresivo como  método para 

el tratamiento penitenciario; esta norma se basó en las disposiciones del Código Penal 

que regía en el momento Ley 100 de 1980, razón por la cual no se incluyeron 

instituciones creadas en la Carta Política de 1991, que tuvieron en cuenta las posteriores 

reformas penales a partir dela año 2000.  La Ley 65 fue reformada por la Ley 1709 de 

2014, que amplía los conceptos de dignidad, tratamiento diferencial, derechos de los 

internos; pero no aborda lo referente al tratamiento penitenciario y por tanto continua el 

mismo sistema progresivo, que acorde con diferentes análisis que han realizados 

expertos en el penitenciarismo no ha permitido que haya un mayor avance en la 

reinserción social de la persona privada de la libertad. 

La Ley 65 de 1993 y particularmente en lo referente al tratamiento penitenciario 

no ha sufrido cambios ante los movimientos sociales que han determinado nuevos 

comportamiento de la comunidad, el tratamiento se viene aplicando bajo los mismos 

parámetros que fueron establecidos en la Ley 65 de 1993 complementada por las Leyes 

415 de 1997 y 504 de 1999,  la Ley 750 de 2002, que consagran la prisión domiciliaria y 

el trabajo comunitario para la “mujer”, el Decreto 2636 de 2004 que subrogó el artículo 

298 de la Ley 65 de 1993, estableciendo la seguridad electrónica como pena sustitutiva 

de prisión; mecanismo regulado en la Ley 1709 de 2014, sin que se hubiese dispuesto 

modificación alguna  al tratamiento penitenciario y al sistema progresivo como medio 

para el cumplimiento de la pena. 

Se tiene el tratamiento penitenciario previsto en la Ley 65 de 1993, los artículos: 

9º, las funciones y finalidad de la pena y de las medidas de seguridad y prescribe que  la 
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pena tiene función protectora y preventiva, contemplando como fin fundamental la 

resocialización y las medidas de seguridad persiguen fines de curación, tutela y 

rehabilitación. En el artículo 10° establece  la finalidad del tratamiento penitenciario, el 

artículo 142 como objetivo del tratamiento penitenciario preparar al condenado, 

mediante su resocialización para la vida en libertad a través del tratamiento penitenciario 

propuesto, en el artículo 143, dispone que éste debe realizarse conforme a la dignidad 

humana y a las necesidades particulares de la personalidad de cada sujeto; el cual se 

verifica a través de la educación, la instrucción, el trabajo, la actividad cultural, 

recreativa y deportiva, las relaciones de familia e igualmente se basará en el estudio 

científico de la personalidad del interno y será progresivo y programado e 

individualizado, hasta donde sea posible e indicando que esta metodología debe ser la 

empleada para el cumplimiento de la pena, consagrada en los artículos 12 y 144, que 

establece las fases del tratamiento progresivo  así:  

1. Observación, diagnóstico y clasificación del interno. 

2. Alta seguridad que comprende el período cerrado. 

3. Mediana seguridad que comprende el período semiabierto. 

4. Mínima seguridad o período abierto. 

5. De confianza, que coincidirá con la libertad condicional.
 
 

 

Con el propósito de instrumentar el tratamiento se emitieron las Resoluciones 

7302 de 2005 y 2392 de 2006, y la Circular 098 de diciembre de 2007 que formula 

directrices para que los programas de trabajo, estudio y enseñanza sean preferentemente 

dirigidos al personal de internos condenados.  

El modelo referido  de tratamiento hace  varios años que  no se aplica en la  

mayoría de países, principalmente en Europa y Norte América, entre otras razones, por 

su falta de flexibilidad y el alejamiento del interno de la sociedad a la que debe retornar 

sin los traumatismos de un aislamiento por largos años. 

Al respecto se pude aducir lo acotado por la socióloga Olga Lucía López 

Jaramillo: 
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La resocialización se impuso en el siglo XX a partir de los años sesenta como la 

principal fuente de legitimación de las sanciones penales y tanto, en lo doctrinario 

como en lo legislativo. Desde entonces se ha perfilado como la más recurrida 

justificación de dichas sanciones, toda vez que supone un proceso de adaptación 

del sujeto al mundo. (López Jaramillo, Quintero, Mery, Castrillon, & Sanchez, 

2000, pág. 12) 

 

 

3.2.  El Tratamiento Penitenciario 

 

 En la siguiente  sección se  hará una revisión de los conceptos que han definido el 

tratamiento penitenciario a través de las normas internas, fallos de las Altas Cortes y de 

sistemas foráneos así: 

 

3.2.1.  Sentencias Honorable Corte  Constitucional y Suprema de  Justicia 

 

Es importante hacer referencia respecto algunas sentencias de la Corte 

Constitucional y la Corte Suprema de Justicia que al estudiar situaciones particulares de 

internos, han efectuado pronunciamientos  acercas del tratamiento penitenciario y/o del 

régimen penitenciario sobre lo cual  se  analiza en el presente trabajo,  temática que no 

es común  en los fallos de las altas cortes, en razón que la gran mayoría han versado en 

los temas de los derechos humanos, del hacinamiento, la salud de los internos, se  

pueden resaltar  alguna de ellas que dentro su contexto han expuesto los siguientes 

conceptos:  

Sistema de Tratamiento Penitenciario. Sentencia T-213 de 2011, Expediente T-

2.868.781 Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martel, La Sala Cuarta de 

Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio Palacio y Nilson Elías Pinilla Pinilla, en ejercicio 

de sus competencias constitucionales y legales, ha pronunciado lo siguiente: (Corte 

Constitucional de Colombia, 2011) 
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   La Corte Constitucional ha indicado  que el tratamiento penitenciario presenta 

dos dimensiones fundamentales, la primera de ellas, referente al propósito de lograr 

la resocialización del delincuente y, la segunda, en lo concerniente a la relación que 

existe entre el derecho a acceder a programas de estudio o trabajo que permitan 

redimir pena y el derecho fundamental a la libertad personal. Desde esa óptica, los 

Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios tienen el deber de restaurar los lazos 

sociales de los reclusos con el mundo exterior, pues de ello dependerá, en gran 

parte, la posibilidad de resocialización, motivo por el cual, debe ser una prioridad 

para estos Establecimientos la inclusión de los internos en programas de redención 

de pena durante las diferentes fases del tratamiento penitenciario. Lo anterior, 

teniendo en cuenta la incidencia del desarrollo de los mencionados programas en el 

derecho fundamental a la libertad de los internos. 

 

La Sentencia T-286 de 11, en referencia al Expediente T- 2.664.169, en ponencia 

del Honorable Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub definieron lo siguiente: 

El concepto de tratamiento penitenciario en los siguientes términos: “Se entiende 

por Tratamiento Penitenciario el conjunto de mecanismos de construcción grupal e 

individual, tendientes a influir en la condición de las personas, mediante el 

aprovechamiento del tiempo de condena como oportunidades, para que puedan 

construir y llevar a cabo su propio proyecto de vida, de manera tal que logren 

competencias para integrarse a la comunidad como seres creativos, productivos, 

autogestionarios, una vez recuperen su libertad. Dando cumplimiento al Objetivo 

del Tratamiento de preparar al condenado(a) mediante su resocialización para la 

vida en libertad  

Acerca de la finalidad del tratamiento penitenciario, el artículo 10 de la Ley 65 de 

1993 refirió que su propósito se centra en el logro de la resocialización del 

individuo, en los siguientes términos: “…El tratamiento penitenciario tiene la 

finalidad de alcanzar la resocialización del infractor de la ley penal, mediante el 

examen de su personalidad y a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la 

formación espiritual, la cultura, el deporte y la recreación, bajo un espíritu humano 

y solidario” Es importante anotar que el tratamiento penitenciario se da en el marco 

de la ejecución de la sanción penal, la cual le corresponde hacer cumplir al poder 
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ejecutivo dentro de los lineamientos trazados por el legislador. el tratamiento 

penitenciario está predominantemente dirigido a las personas que se encuentran 

condenadas a pagar una pena, sin embargo, el INPEC tiene el deber de brindar una 

atención integral a todos los internos sin importar la situación jurídica de quienes 

se encuentren en los centros de reclusión, en su calidad de sindicados/as o 

condenados/as. 

Así mismo, en relación a la finalidad de la pena, la Corte manifestó en Sentencia  

T-635 de 2008, Expediente T-1.816.562, Magistrado Ponente: Mauricio González 

Cuervo:  

Es importante recordar que en el Derecho Penal moderno la política criminal 

incluyendo la relativa a la ejecución de la pena, como precisa Roxin no busca la 

lucha contra la criminalidad sin importar el costo que ello implique para el Estado 

de Derecho y menos aun cuando se interpreta en formas contrarias a la dignidad del 

recluso. Añade el tratadista alemán que si el poder estatal ha sido establecido para 

asegurar a los ciudadanos una convivencia libre y pacífica, el fin de la pena debe 

referirse al provecho del individuo y la sociedad, respetando la personalidad del 

penado e integrándolo socialmente tanto como sea posible, prefiriendo aquellas 

medidas que conducen a la resocialización y no a la intimidación.  

 

Es  de resaltar como la Honorables Cortes analizan  los parámetros que  contempla 

la Ley 65 de 1993, como instrumento dirigidos a la resocialización de los internos y 

como lo prevé la citada disposición se requiere el examen de la personalidad del 

infractor, recomendación esta que se viene enfatizando en diferentes estudios 

relacionados con  la resocialización de los reclusos, requisito sin el cual los programa 

son inanes, la cobertura que deben tener las actividades diseñadas  para la ejecución del 

tratamiento penitenciario  no deben  tener límites, por razones bien sea de la naturaleza 

del tipo penal por el cual ha sido condenado el recluso, como tampoco, por su  situación 

jurídica, debido a que no  acorde con los postulados de igualdad  que   no se permita a un 

procesado participas de tales  actividades. 
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No obstante  a los diversos análisis de las Altas Cortes respecto al tratamiento 

penitenciario y la resocialización, como  también, sobre  al objeto de la pena,  cuyos 

predicados  han sido claros y precisos, no se observan pronunciamientos en relación con 

el sistema progresivo y su aplicación en el INPEC,  como tampoco en lo  pertinente     

con los programas dirigidos a la resocialización, habida cuenta, que en los principios 

hablan de una individualización del tratamiento y el estudio de la personalidad; es de 

indicar que las mismas  Cortes  señalan el fin del mismo del tratamiento, exponen que se 

deben adelantar todos los medios tendiente a lograr los objetivos de  la pena,  sin 

embargo no  han efectuado  referencia a los medios que se están aplicando,  esto es al 

modelo de tratamiento y su incidencia en la población  reclusa,  lo cual  puede ser una de 

las causas de la reincidencia delictiva en el País.  

En otras palabras, para que se pueda efectuar el tratamiento penitenciario es 

necesario que se cuente con  la participación de todos los integrantes del  

correspondiente sistema, no basta  que  solamente  a unos componentes se  les  preste 

mayor atención, sino que debe existir integración y atender  escrupulosamente  cada una 

de las partes que conforman tal sistema, con el propósito   a obtener éxito en  la 

resocialización del interno. 

 

3.3. Aplicación del Tratamiento Penitenciario en el Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario 

 

 En la normatividad penitenciaria consagrada en la Ley 65 de 1993, el tratamiento 

penitenciario se aplica a través del denominado “Sistema Progresivo”  organizado en 

fases, y las personas privadas de la libertad que se encuentran descontado pena, deben 

ser clasificadas en cada una de ellas, como se mencionó anteriormente, se hace 

referencia a las fases de: 1. Observación, diagnóstico y clasificación del interno.2. Alta 

seguridad que comprende el período cerrado. 3. Mediana seguridad que comprende el 

período semiabierto.4. Mínima seguridad o período abierto.5. De confianza, que 

coincidirá con la libertad condicional.
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Como quiera que este modelo es introducido al Régimen Penitenciario 

Colombiano a través de la expedición de la Ley 65 de 1993, modelo que  con antelación 

había sido aplicado en diferentes prisiones europeas de modo  disímil,  como se puede 

citar en: Australia por Alexander Macanche, en Múnich por Obermayer, en Irlanda por 

Walter Crofton y en España por el Coronel Montesinos, la idea esencial del 

cumplimiento progresivo era común en todas las formas, el cual propugnaba por  la 

división en periodos de la condena impuesta, de manera paulatina y en ascensión hasta la 

libertad definitiva y sustanciales rebajas de la misma, en ocasiones, desplaza a los 

anteriores  técnicas  y se erige en el método de tratamiento penitenciario ideal. 

Sus creadores le han otorgado algunas características propias como  se puede 

observar:  

Maconichie 

Se trata de un sistema de libertad anticipada, implantada en las colonias penales de 

Botany Bay en Australia. Se divide en tres períodos: En el primero, hay un período de 

aislamiento celular continuo durante las 24 horas del día. El segundo período, se 

caracteriza por el trabajo que se realizaba en común, bajo la regla del absoluto silencio 

en el día, y aislamiento nocturno. Se daban vales o marcas para pasar a las tres fases. El 

último período era el de la Libertad Condicional o Anticipada: se cumple fuera de la 

prisión con algunas restricciones. 

 

Irlandés o Crofton 

Se denomina Sistema Progresivo Irlandés. Lleva el nombre de su autor Sir Walter 

Crofton, quien fue director de Prisiones en Irlanda. Es una combinación entre el anterior 

y el Sistema Montesinos. 

 

Valencia O Montesinos 

Se le denominó como Sistema de la Libertad Intermedia y consistía en la 

descomposición de la duración de las condenas de privación de libertad en tres etapas, 
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Su nombre es en razón que se le atribuye su estructura al Coronel Manuel Montesinos y 

Molina.  

Tenía los siguientes períodos:  

Período de los hierros: En esta etapa todos los reos condenados llevaban cadenas y 

grilletes en los pies, con el objeto de dificultarles su movilidad y estuvieran conscientes 

de su calidad de reclusos. 

Periodo de trabajo: En esta fase pasaban los reclusos que tenían buena conducta en 

el período anterior y le quitaban las cadenas, dándoles trabajo remunerado y se les 

permitía que transitaran libremente dentro de ciertas secciones del Penal. 

Período de la libertad intermedia: En ella pasaban a este período los que 

respetaban estrictamente los reglamentos disciplinarios, en el permitían que salieran del 

penal para trabajar en ciudades y visitar a sus familiares, estando obligados a regresar de 

noche, y el recluso que se fugaba volvía a la primera etapa. 

 

3.3.1. Organización del Sistema Progresivo en el INPEC 

 

Se verifica a través de programas educativos, laborales, de instructores, contando 

también con el apoyo de programas trasversales con la actividad cultural, recreativa 

como se expuso con este propósito se han expedido variados actos administrativos que 

han desarrollado las fases del tratamiento penitenciario con la finalidad de proyectar las 

actividades que sean tendientes al cumplimiento de los programas de educación, y 

trabajo; en la actualidad se tiene vigente la Resolución 3190 de 2013, con ella se diseña 

el plan de oportunidades para  fijar los cupos laborales y de estudios que pueden tener en 

cada establecimiento de reclusión.  

El plan de tratamiento se implementa a través un sistema de oportunidades y éste 

a su vez se desarrolla por medio de los programas de: Trabajo, Estudio y Enseñanza. El 

Sistema de Oportunidades es un procedimiento que se conforma en cada  

establecimiento de reclusión según las opciones que se presenten  dirigidos a la 
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organización  de los programas de trabajo, estudio y enseñanza; para el proceso de 

atención social y tratamiento penitenciario, bajo el concepto de gradualidad y 

progresividad, con el fin de apoyar y verificar el avance del interno en su plan de 

tratamiento, teniendo en cuenta las fases del Tratamiento Penitenciario, el contexto de 

seguridad y las condiciones de infraestructura del Establecimiento de Reclusión.  

Previamente se adelanta una evaluación del interno por la Junta de Evaluación de 

Trabajo, Estudio y Enseñanza - JETE, acorde con la reglamentación vigente que 

establezca el INPEC, se le asigna una actividad y se ubica dentro del Sistema de 

Oportunidades, que tenga implementado el establecimiento. Para la asignación de 

programas de Trabajo, Estudio y Enseñanza, se da prioridad a los internos condenados 

sobre los sindicados, no obstante, el interno sindicado o indiciado, podrá participar en 

estos programas de acuerdo con la disponibilidad de cupos, como parte del proceso de 

Atención Social orientado a prevenir o minimizar hasta donde sea posible, los efectos de 

la prisionalización y también para redimir la pena en caso de condenados.  

 El Sistema de Oportunidades en los Establecimientos de Reclusión se organiza 

acorde a la metodología denominada P.A.S.O (Plan de Acción y Sistema de 

Oportunidades), compuesto en tres  niveles así: PAS.O. Inicial, PAS.O. Medio y PAS.O. 

Final., lo cual se estructura en una matriz de plan ocupacional, que opera como 

herramienta para la administración y control de los programas de trabajo, estudio y 

enseñanza en los establecimientos de reclusión, elaborada a partir de las 

caracterizaciones y establece el flujo de oferta - demanda por actividad, mediante la 

definición de cupos máximos, asignados y disponibles. 

Significa que no todos los internos y particularmente los sentenciados gozan de la 

posibilidad de poder acceder a los programas no solo en búsqueda de la redención de la 

pena, sino para el tratamiento penitenciario que lo conlleve a la reinserción social. 

 Los citados programas de trabajo, estudio y enseñanza (TEE), no tienen carácter 

de permanencia y obligatoriedad, ya que estos se administran bajo los preceptos de 

gradualidad y progresividad del tratamiento penitenciario para los condenados y de 

atención social para los sindicados o indiciados  Al no tener carácter de permanencia no 
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hay tampoco  tratamiento por cuanto  el tratamiento debe tener una secuencia que  

permita  observar si el interno presenta modificación en su pensamiento y autoestima 

que lo conlleve a la reinserción.  

 

Tabla 1. Población Reclusa a 31 de Octubre de 2016; Fuente: Oficina Asesora de 

Planeación -INPEC 

Ubicación Cantidad de Internos Participación 

Establecimientos de Reclusión 120.668 66,8% 

Domiciliaria 51.355 28,4% 

Control y Vigilancia Electrónica 4.040 2,2% 

Subtotal INPEC 176.063 97,4% 

Establecimientos Municipales 3.055 1,7% 

Establecimientos Fuerza Pública 1.586 0,9% 

Subtotal Otros Establecimientos 4.641 2,6% 

Total Población de Internos 180.704 100% 
 

Ilustración 1 Población Reclusa en Colombia años 2012-2016;  Tasa por 100 mil 

habitantes; Fuente: CEDIP-Octubre 2016 

 

 

Tabla 2. Población de internos ocupados en trabajo, estudio y enseñanza a Octubre 31 

de 2016; Fuente: Oficina Asesora de Planeación -INPEC 

Regionales Trabajo Estudio Enseñanza Total 

Central  16.569 18.377 746 35.692 
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Occidente 8.526 8.897 286 17.709 

Norte 5.420 4.265 180 9.865 

Oriente 5.644 4.263 182 10.089 

Noroeste 3.934 5.609 161 9.704 

Viejo Caldas 6.211 5.292 245 11.748 

Total 46.304 46.703 1.800 94.807 

 

Ilustración 2 Participación en actividades de tratamiento por sexo; Fuente: SISIPEC 

Octubre de 2016 

 

 

Este método está diseñado para su implementación de manera colectiva, no está 

dirigido  a una población específica, por sus propias características, sino que es acorde 

con el tiempo de reclusión y fase de tratamiento en la cual se encuentre clasificado el 

interno y así podrá acudir o no a determinado programa, son iguales tanto para internos 

como para internas, tampoco tienen previsto la necesidad de tratamiento que requiera la 

persona, en sí,  son planes de ocupación  tendientes a la redención de la pena, 

igualmente,   no se tiene en cuenta el monto de la pena que debe redimir el recluso. 
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 También  se requieren programas especiales,  por cuanto está prohibida la cadena 

perpetua,  las condenas que se imponen  luego de  su acumulación pueden superar los 

sesenta años; por consiguiente  se requiere de  una planificación individual, la pregunta 

es  ante  esta  situación  se podría  hablar de reinserción  social para estas personas que 

tienen que purgar  tantos años de condena. Es prioritario   que se efectúe la regulación 

del concepto de resocialización dentro del ordenamiento jurídico colombiano, debido 

que a excepción de las disposiciones reglamentarias de carácter administrativo internos 

no se ha expedido disposición que actualicen el concepto. 

Tabla 3 Reincidencia Fuente: Oficina Asesora de Planeación –INPEC, Octubre de 2016 

Año Mes 
Sexo Total 

Reincidentes Hombre Mujer 
Año 2011 Diciembre 8.148 685 8.833 

Año 2012 Diciembre 9.805 791 10.596 

Año 2013 Diciembre 11.225 875 12.100 

Año 2014 Diciembre 12.054 894 12.948 

Año 2015 Diciembre 14.414 1.009 15.423 

Año 2016  Octubre 17.374 1.319 18.693 

 

Ilustración 1 Población Reclusa comparativo Reincidentes; Fuente Oficina Asesora de 

Planeación INPEC, Octubre de 2016 

 

La reincidencia se ha ido incrementando y sus causas son diversas, y por diferentes 

variables que pueden incidir en esta figura, por tanto uno de los instrumento 
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fundamentales  tendientes a evitar este fenómeno son los programas para la 

resocialización, que permitan particularmente a los jóvenes que ingresan por primera vez 

enrumbar su vida  con la finalidad que cuando retornen a la sociedad puedan ocuparse en 

actividades que dignifiquen su existencia y les proporcionen medios de subsistencia  y 

para aquellos que han conformado grupos delincuenciales de menores y que ingresan a 

los establecimientos ya con un prontuario delincuencia pero que habida cuenta de  

juventud deber ser prioritario el rescatarlos de una  carrera delincuencial, con este 

propósito es valioso enunciar la experiencia que  se adelanta en algunas penitenciarias  

españolas: 

Es importante relacionar la reincidencia o el número de ingresos penitenciarios con 

la edad en la cual la conducta antisocial tiene lugar, en tanto poder predecir la 

consolidación del comportamiento delictivo (Farrington, 2002; Valverde, 1991), al 

mismo tiempo que conocer la historia delictiva - diferentes momentos en los que 

realizan sus actividades transgresoras-, que en función del período en el que se 

encuentre el penado adquirirán una mayor o menor importancia, al mismo tiempo 

que ayudará a predecir la reincidencia de sus Acciones. Por ello, el objetivo es: 

Establecer la trayectoria delictiva en una muestra de reclusos a través de tres 

momentos evolutivos: es detectable e implica una sanción penal y, por último, el 

momento en que ingresa por primera vez en prisión, teniendo en cuenta al unísono 

el número de ingresos, edades tempranas (entendiendo como edad legal penal). Es 

de resaltar, por otra parte, cómo las diferencias entre penados primarios y 

reincidentes aumentan con la consideración del primer ingreso penitenciario, es 

decir, mientras que en el caso de su primera infracción reconocida, aunque no 

detectada ni sancionada, y su primera acción detectada, las diferencias entre los 

penados según el número de ingresos gira en torno a tres años; en el caso del 

primer ingreso Edad en la que cometen una primera actividad| |ad antisocial no 

detectada y no sancionada, aquella en la que su comportamiento aumentan esas 

diferencias podríamos decir, de una manera considerable, ya que si hemos señalado 

una tendencia a entrar en un establecimiento penitenciario por primera vez a los 19 

años en los reincidentes, en el caso de los primarios esta experiencia se produce 
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alrededor de los 24 años.” (Bringas Molleda, Rodríguez Diaz, de la Villa Moral 

Jimenez, Perez Sanchez, & Ovejero Bernal, 2012, pág. 3) 

 

3.4.Normas Internacionales de Tratamiento Penitenciario  

 

En diferentes puntos cardinales del planeta y en épocas lejanas y recientes, el tema 

del tratamiento de las personas privadas de la libertad ha sido objeto de estudios, 

investigaciones, pronunciamientos como se puede hacer referencia al Derecho 

Penitenciario en la Unión Europea. En el plano normativo existen los estándares 

mínimos previstos por las European Prisons Rules que, si bien no tienen fuerza 

vinculante, imponen una obligación política y moral de adecuación de todos los Estados 

del Consejo de Europa. La Comisión Europea para la prevención de la tortura y de todas 

las formas de tratamiento inhumano, cruel o degradante, operativo desde 1989, 

desarrolla una función de inspección preventiva con poderes para visitar todos los 

lugares de privación de la libertad.  

Sus informes y las respuestas de los Estados son una importante fuente de 

conocimiento sobre cómo se ejecutan en concreto las penas en las cárceles y en las 

comisarías de Europa. Fue a través de la ONU que se fueron expidiendo de a poco en los 

distintos congresos celebrados luego de la segunda guerra mundial, las reglas sobre las 

cuales se iría fomentando el tratamiento a dar a las personas privadas de la libertad a 

través de una decisión judicial fue así como a través del congreso económico y social de 

las Naciones Unidas en los años 1957 y 1977 se fueron estableciendo las directrices o 

preceptos a tener en cuenta en el derecho penitenciario.  

Dichos ítems o reglas fueron trazados con el objeto que cada uno de los países que 

intervinieran en dichos congresos los tuvieran en cuenta en el desarrollo legislativo del 

sistema penitenciario. Dentro de las reglas mínimas se señaló como principio 

fundamental la no discriminación por razón de raza, sexo, lengua, religión u opinión, lo 

cual también se encuentra consagrado en la Declaración Internacional de derechos 

Humanos, además de lo anterior también se plasmaron temas referentes a la separación 
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del personal por categorías, vestido, alimentación, registro, servicio médico, disciplina y 

sanciones, información y derecho de queja de los reclusos, religión, personal 

penitenciario, etc. 

En el campo de registro como regla se señaló de las personas privadas de la 

libertad se debe tener una base datos en la que contenga la identidad, motivos y 

autoridad en la que ordena la privación de la libertad, hora de ingreso y salida y la orden 

expedida por una autoridad. 47 En cuanto a la separación de categorías se establecieron 

varios criterios como separar hombres y mujeres así estén privados en el mismo centro 

penitenciario, sindicados o en detención preventiva de los condenados, los jóvenes de 

los adultos. 

La Organización de Naciones Unidas –ONU- a partir de 1957, año en el cual se 

celebró el Primer Congreso de Naciones Unidas en Ginebra sobre prevención del delito 

y tratamiento del delincuente,  en dicho escenario se deliberó  y aprobó  mediante la 

Resolución 663C del 31 de julio de 1957,  Reglas mínimas para el tratamiento de los 

reclusos Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 

del Delito y Tratamiento del Delincuente y aprobadas por el Consejo Económico y 

Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de 

mayo de 1977. 

Año 1955 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, Ginebra, 30 de 

agosto. Adoptado por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención y 

Tratamiento de Delincuentes Objetivos: Establecer reglas de buena organización 

penitenciaria y práctica en el tratamiento de los reclusos. Se enuncian los derechos 

fundamentales de las personas recluidas. Posteriormente se han emitido otros como son 

las reglas de: 

 Reglas Penitenciarias Europeas (R. (87) 3, de 12 de febrero de 1983),  

 Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la 

libertad (Reglas de Tokio) 
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 Declaración de Kadoma sobre el Servicio a la Comunidad y recomendaciones 

del seminario denominado “Justicia penal: el problema del hacinamiento en las 

cárceles”, celebrado en San José de Costa Rica del 3 al 7 de febrero de 1997. 

  Reglas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de libertad 

para mujeres delincuentes, conocidas como Reglas de Bangkok. 

 

Las Reglas de Mandela, denominadas así como homenaje al recientemente 

fallecido Nelson Rolihlahla Mandela, que pasó 27 años encarcelado, en su lucha en 

contra de la segregación racial, los derechos humanos, la igualdad, la democracia y la 

cultura de la paz.  

Estas Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, son la revisión y 

actualización de las adoptadas inicialmente en el año 1955, por las Naciones Unidas, y 

busca incorporar nuevos lineamientos para el tratamiento de esta población con la 

finalidad que la pena sea la protección de la sociedad contra el delito y la reducción de la 

reincidencia, que sólo puede lograrse con la adecuada reinserción de la persona una vez 

recobra su libertad.  

Regla 89 

 

1. El cumplimiento de estos principios exige la individualización del tratamiento, 

lo que a su vez requiere un sistema flexible de clasificación de los reclusos. 

Por lo tanto, conviene que los diferentes grupos de reclusos sean distribuidos 

en establecimientos penitenciarios distintos donde cada uno pueda recibir el 

tratamiento que necesite.  

2. Los establecimientos penitenciarios no deben adoptar las mismas medidas de 

seguridad con respecto a todos los grupos de reclusos. Convendrá establecer 

diversos grados de seguridad conforme a lo que sea necesario para cada grupo. 

Los establecimientos de régimen abierto, en los cuales no existen medios de 

seguridad física contra la evasión y se confía en la autodisciplina de los 

reclusos, proporcionan por este mismo hecho a determinados reclusos 

cuidadosamente elegidos las condiciones más favorables para su reeducación. 
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3. Es conveniente evitar que en los establecimientos penitenciarios de régimen 

cerrado el número de reclusos sea tan elevado que llegue a constituir un 

obstáculo para la individualización del tratamiento.  

   Regla 91  

El tratamiento de las personas condenadas a una pena o medida privativa de libertad 

debe tener por objeto, en la medida en que la duración de la pena lo permita, 

inculcarles la voluntad de vivir conforme a la ley y mantenerse con el producto de su 

trabajo y crear en ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a 

fomentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar su sentido de la 

responsabilidad. 

 Regla 94. 

Cuando la duración de la pena lo aconseje, tan pronto como sea posible tras el ingreso 

del recluso en prisión y después de un estudio de su personalidad se establecerá un 

programa de tratamiento individual que se basará en la información obtenida sobre sus 

necesidades, capacidad e inclinaciones particulares. 

3.4.1 Legislación Europea sobre Tratamiento 

 
En  Europa los países que iniciaron prioritariamente  la reforma del fin de la pena e 

incluyeron el concepto resocializador de la misma, como: Italia  consecuencia, el paso al 

resocializador, correlativo al concepto de “pena útil”: el objetivo último de la sanción 

no será tanto el de castigar,  sino que buscan eliminar los factores que han conducido a 

la delincuencia. La pena pierde, pues, la función retributiva y social preventiva. 

Centrada ésta, por el contrario, sobre intervenciones orientadas y calibradas sobre las 

variables necesidades de cada uno de los delincuentes, deviene flexible. 

 Ley alemana, Esta Ley inspira el respeto de juristas modernizadores porque 

consagra jurídicamente el principio de resocialización. Éste figura como el fin último 

de las penas de prisión, al cual está subordinado el de asegurar la protección de la 

colectividad. El texto venía a precisar tres principios encargados de dar cuerpo al cambio 

de modelo penitenciario. El principio de armonización: las condiciones del centro 

deben ser calcadas, en la medida de lo posible, sobre las de afuera. El principio de 
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oposición: los efectos nefastos propios del encerramiento deben ser contrarrestados. El 

principio de integración: la pena de prisión debe tender hacia una nueva finalidad, la 

reinserción.
 
 

Ley española, tienen como fin primordial la reeducación y la reinserción social de 

los sentenciados a penas y medidas penales privativas de libertad, así como la retención 

y custodia de detenidos, presos y penados. 

En Francia, refuerza, adscribiéndose de forma clara y rotunda a la línea 

resocializadora. “El servicio público penitenciario participa en la ejecución de las 

decisiones penales, contribuye a la inserción de las personas que le son confiadas por la 

autoridad judicial, a la prevención de la reincidencia y a la seguridad pública dentro 

del respeto a los intereses de la sociedad, a los derechos de las víctimas y a los derechos 

de las personas encarceladas. Se organiza de manera que asegure la individualización y 

la gestión de las penas de las personas condenadas” (Herrero, 2013, pág. 132) 

 Bélgica, su Ley de Principios Fundamentales establece que el cumplimiento de 

las penas ha de obedecer, salvo obstáculo insalvable, al principio de “normalización”, 

basculante sobre la reparación y la reinserción, y persiguiendo objetivos 

individualizados (Sánchez Sánchez, 2013) 

 

Derecho Penitenciario Noruego. Los objetivos de la prisión y la libertad son para 

llevar a cabo las sentencias de la corte y "a fin de que el delincuente a través de su 

iniciativa, pueda cambiar su propia conducta delictiva", en la Colonia de Bastoy, 

ubicada en una isla de su mismo nombre, no existen rejas, ni alambre de púas, todos los 

internos se mueven libremente, existe un trato más humano, todos trabajan y ganan sus 

recursos para autosostenerse en la prisión, no obstante de acuerdo al nivel de 

peligrosidad existen otros módulos para delincuentes que revisten mayor peligrosidad.  

 

Derecho Penitenciario en EE.UU. Los cimientos del procedimiento penal de 

Estados Unidos se encuentran en la Constitución del país, incluyendo sus diez primeras 
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enmiendas, que a su vez constituyen la Declaración de Derechos. La Constitución 

reconoce los derechos, garantías y libertades fundamentales de toldáoslos habitantes de 

Estados Unidos. 

 

3.4.2. Enfoques del Sistema Progresivo 

 

El sistema progresivo tuvo su origen en España con el Capitán  Montesinos, 

seguido de Inglaterra y en Bélgica,  después de la primera guerra mundial este modelo se 

fue  generalizando en casi la mayoría de los reglamentos Penitenciarios de Europa. 

Sistema que se basó en la distribución del tiempo de la condena en periodos  y en cada 

uno de ellos se incrementan los beneficios de los reclusos de conformidad  con su 

conducta en su lugar de reclusión  y sus actividades dentro del programa de tratamiento 

del cual es objeto; el sistema trae dos metas una es la disciplina del  recluso y su 

adhesión al régimen penitenciario  y la otra es que a través del régimen se obtenga la 

reforma moral del penado y su preparación para la futura vida en libertad. 

 

Crisis del Sistema Progresivo. 

 

  Describe (Gallego Diaz & Bueno Arus, 2013) que el sistema progresivo fue 

refutado por los alemanes en el Congreso de Berlín de 1933, "declarando su escasa 

eficacia para la educación y que solo serviría para el mantenimiento de la disciplina 

con la esperanza de las recompensas".  

Igualmente en su estudio predica que la actual tendencia es a clasificar 

científicamente a los reclusos y ubicarlos en pequeñas instalaciones de conformidad con 

su naturaleza y para lo cual cada uno de estos sitios tendría un régimen penitenciario 

apropiado a la población reclusa; no obstante en estos regímenes variados se adoptaron 

elementos de los sistemas progresivos.  

Agrega también (Gallego, 2013) que la crisis se basa primordialmente en la 

unificación del Tratamiento para todos los reclusos, teniendo en cuenta que de 
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conformidad con sus características específicas y la  conducta delictiva se puede hablar   

unos que deben ser objeto de reeducación: perversidad moral, anomalías mentales, etc. 

Otros tampoco precisan ser educados porque son delincuentes ocasionales o culposos. 

Los menores de edad en general pueden ser objeto de mayores esperanzas para el 

funcionario que los adultos.  

Evidencia que no puede haber un sistema, o mejor un método de tratamiento, 

único para todas las personas que se encuentran descontando una condena en intramuros, 

e igualmente que tengan que pasar por las mismas fases del tratamiento esto es de alta, 

mediana, mínima  necesariamente. En consecuencia, de un sistema único con 

flexibilidad en su aplicación se está pasando a una fase de pluralidad de sistemas o 

pluralidad de tratamientos.  

 

3.4.3. Formas Tratamiento 

 

Para mayor ilustración se recopilaron algunos conceptos de estudiosos en el tema 

del tratamiento penitenciario, como lo expuesto por el profesor Francisco Bueno Aru, al 

analizar los modernos sistemas penitenciarios: 

Las recomendaciones que han proferido a la fecha tanto en las reglas Mínimas para 

el Tratamiento de los Reclusos como los diferentes expertos en  el penitenciarismo 

basados prioritariamente en los resultados de la permanencia de las personas 

privadas de la libertad en  las cárceles o penitenciarias, es que el tratamiento, si se 

puede hablar así, debe ser individualizado, es la directriz más acusada de la Ciencia 

penitenciaria moderna; así, que  es  especifico el estudio previo de la personalidad  

del condenados  con el objeto de establecer la categoría  en la cual se pueda 

clasificar , de igual forma el  determinar el establecimiento de cumplimiento  de la 

pena, y las actividades que debe realizar  con el propósito de fijar  los programas a 

los cuales debe tener acceso, sin que haya discriminación de trato, fundadas en 

prejuicios principalmente de raza, color, sexo, lengua, religión, opini6n política o 

cualquiera otra opiniones origen nacional o social, fortuna, nacimiento, u otra 

situaci6n cualquiera. Pero de todas formas hay que estudiar, la naturaleza de los 
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hechos o la personalidad del autor, el lugar de origen entre otros, que   medios para 

constituir grupos autónomos, con establecimientos separados, dentro de un régimen 

penitenciario conceptualmente propio sin dejar a un lado  las particularidades que, 

en la medida de lo  posible, deban de ser tenidas en cuenta al aplicarles el régimen 

de dicho establecimiento (individualización), 

 

Esta modalidad de tratamiento penitenciario ha llegado a ser método para que en 

algunos países como Bélgica, Francia, Holanda Suecia, Estados Unidos, se  efectúe  

el estudio de personalidad  y se realiza  aun con los procesados lo  cual sirve de 

poderoso auxiliar a los Tribunales al enjuiciar la responsabilidad del delincuente. 

(Bueno Arus, pág. 295) 

 

Por su parte Nathalie Lucart Sierralta, nos presenta en su artículo titulado “La 

Otra Lectura Del Tratamiento  Penitenciario”: 

En relación al tratamiento, es bueno destacar que la Criminología Clínica oficial lo 

concibe como una actividad a posteriori; es decir, un acto clínico posterior a la 

comisión del acto delictivo. De allí la acepción implícita en el contenido del 

tratamiento institucional, referida a la manera de actuar con respecto al delincuente 

después de la sentencia, con vista a modelar su personalidad, alejarlo de la 

reincidencia y favorecer su readaptación social. 

En pocas palabras, todo cuando tiene que ver con el proceso de readaptación social 

durante el cumplimiento de la pena privativa de libertad. Como se sabe, en el 

medio carcelario el enfoque del tratamiento como una actividad clínica presupone 

niveles de participación o colaboración voluntaria por parte del sujeto infractor de 

la norma; es decir, relaciones de empatía entre terapeuta y detenido, para poder 

garantizar un mínimo de eficacia en su aplicación según las exigencias propias de 

las ciencias del comportamiento, y sobre todo por razones del debido respeto a los 

derechos del interno no afectados por la condena, el tratamiento no puede 

imponerse coactivamente, sino que es preciso que el interno acepte libremente 

someterse a él pues exige la cooperación voluntaria del sujeto tratado. El 

tratamiento, al igual que los distintos métodos y actividades que comporta, ha de 

tener un carácter necesariamente voluntario y, en consecuencia, el interno ha de 
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poder rechazarlos válidamente Pero para que sea voluntario el tratamiento no basta 

con que el interno consienta o dé su aceptación para colaborar en su planificación y 

desarrollo, sino que además es necesario que de su aceptación o rechazo no puedan 

derivarse consecuencias desfavorables ni ventajas para él en la ejecución de la 

pena. por consiguiente,  habrá que tener en consideración no solo la caracterización 

del tratamiento que sobre este extremo pueda efectuar el ordenamiento jurídico 

sino sobre todo las efectos jurídicos que se puedan seguir tanto de su aceptación 

como de su rechazo o negativa a colaboraron propósito de evitar la reincidencia y 

en búsqueda de la efectividad del tratamiento se hace necesario Identificar técnicas 

que proporcionen herramientas aptas para la modernización del sistema progresivo 

y en consecuencia de los respectivos programas de tratamiento, con base en la 

experiencia y resultados de la práctica del tratamiento en Colombia y  en otros 

países con legislaciones más innovadoras. (Lucart Sierralta, 2000, pág. 89) 

 

La labor de resocialización, no consiste en imponer determinados valores a los 

reclusos, sino en brindarles los medios para que, haciendo uso de su 

autodeterminación, establezca cada interno el camino de su reinserción al 

conglomerado social. Precisamente desde la perspectiva de la dignidad de los 

reclusos y de la obligación del Estado de brindarles los medios necesarios para su 

resocialización se deben interpretar distintos artículos del Código Penitenciario que 

regulan las condiciones de albergue de los internos, y sus derechos al trabajo, a la 

educación y enseñanza, al servicio de sanidad, a la comunicación con el exterior y 

la recepción de visitas, a la atención social, etc. el objetivo de estos centros no es 

únicamente el cumplimiento de la condena, sino también una reinserción positiva 

basada en un crecimiento personal del recluso. (Bernal, 2016) 

 

Para concluir respecto con pronunciamiento de los estudiosos de la materia, es 

importante resaltar que la opinión que han expresado y quienes reclaman una mayor 

sensibilidad frente a la problemática penitenciaria, muy particularmente del condenado 

que por ser tan similar a las circunstancias de los reclusos del País, las transcribo en 

estas líneas: 
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Dentro de los ámbitos en que se desarrolló la reforma al sistema procesal penal, 

el ámbito penitenciario no estuvo considerado. No ha existido una decisión 

institucional ni una política pública que tenga como objeto reformar y mejorar este 

sistema. Ni desde un punto de vista de la defensa jurídica de los condenados, así como 

tampoco de la información y asesoría que reciben. Esto conduce a que frente a 

vulneraciones de sus derechos, estos puedan emprender acciones legales. En oposición 

a la conducta de los imputados sujetos a prisión preventiva, quienes exigen la visita de 

sus defensores y el ejercicio de su defensa a través de profesionales idóneos, ocurre 

que las personas condenadas actúan débilmente como demandantes de servicios de 

asesoría jurídica de la Defensoría Penal Pública, lo que en última instancia incrementa 

su vulnerabilidad. La falta de un juez de ejecución especializado y con dedicación 

exclusiva y de recursos y procedimientos específicos, incrementa la falta de un control 

judicial regular en la etapa de cumplimiento de la pena. Esto evidencia la falta de 

integralidad y de una política criminal e intersectorial que se haga cargo de 

Comportamiento delictivo reincidente. (Bringas Molleda, Rodríguez Diaz, de la Villa 

Moral Jimenez, Perez Sanchez, & Ovejero Bernal, 2012, pág. 366)  

 

Según palabras de una Honorable Juez de Vigilancia Penitenciaria de España, 

Manuela Carmena, en el prólogo del libro La Cárcel y sus Consecuencias (1992):  

 

La especial responsabilidad que los jueces tenemos en el desastre que hoy día es la 

prisión, y no sólo porque, como ya he repetido, firmamos esa orden de ingreso en 

prisión para cumplir dos, tres, ocho, doce o treinta años, sino porque 

fundamentalmente nuestro contacto con, primero el detenido, luego el acusado y más 

tarde el condenado y preso, en lugar de ser un contacto humano, está inmerso en la 

caricatura de la que, sin embargo, la Ley concibe como un elemento de comunicación 

razonable y lógico: el proceso.” La marcada burocratización del proceso y la total 

despersonalización conlleva que se juzgue a los delincuentes en base únicamente a 

datos objetivos y formales, sin existir el dialogo previo que teóricamente es el 

proceso. El cálculo de la pena no se realiza de forma lógica, sino mediante una 

fórmula matemática con la que se obtienen resultados idénticos sobre personas 

distintas. 
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De la revisión se  podría  generalizar que no se la ha otorgado la relevancia que 

tiene la norma penitenciaria, mediante la cual se atiende a un grupo  de personas que 

requieren  especial atención del Estado, en razón que las diferentes circunstancias que 

se han cruzado en la vida han cometido  hechos contrarios a las reglas de 

comportamiento social, razón que  hace necesario  tener  capacidades  para 

desempeñarse con respeto en la interacción social de forma que cuando las conductas 

no se adecuan a este entorno cultural, este proceso quiebra, entonces tiene cabida la 

resocialización,  que no se obtiene de la noche a la mañana sino que al contrario es un 

proceso volitivo que debe reunir un conjunto  de acciones individuales, intersécales y 

familiares que conlleve a poder convivir en un medio   y respetar unas pautas de 

comportamiento y como se expuso al inicio de  este cuestionamiento  no se tiene un 

método  moderno que cuente con unos programas  que sean realmente efectivos  que 

sirvan para  adelantar el tratamiento  penitenciario a los reclusos  tendiente a su 

reinserción social, por cuanto  se tienen  programas  ocupacionales dirigidos a la  

redención de la pena  mediante actividades que le descuentan  el tiempo de condena y 

de esta manera alcanzar  más pronto la libertad, significa que no siempre se alcanza la 

resocialización del recluso y por ende el fin de la pena. 

 

4. DISCUSIÓN 

 

El régimen penitenciario es un apéndice del derecho penal y por tanto recepciona 

todas las falencias que en  este se presenten, es así que por tener un régimen punitivo de 

penas máximas el fin de la pena no tiene ningún valor a quienes se las imponen, en 

consecuencia la tendencia  va más dirigida al encarcelamiento que a la reinserción, la 

norma penal  igualmente está sometida a la problemática social  existiendo un alto   

populismo  punitivo   dirigido a  calmar los ánimos de las personas que sean víctimas de  

algunas conductas irregulares y a los medios de comunicación.  

En el proceso penal existe una distancia absoluta entre el juez de conocimiento, el 

juez de ejecución de penas y el recluso, hay tal ausencia de compenetración que se 
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puede presentar una condena sin que se hayan cruzado palabra entre el Juzgador y el 

enjuiciado, pueden ser dos seres provenientes de diferentes culturas   lo que implica 

visiones del mundo tan radicalmente diferenciadas que hace imposible que el primero 

entienda al segundo, así como que éste llegue a entender que ocurre a su alrededor y 

menos aún  tiene acercamiento con el Juez de ejecución de Penas. 

La normatividad penitenciaria ha sido diseñada bajo modelos que tuvieron auge en 

la mitad del siglo pasado, donde se aplicaban métodos dirigidos al tratamiento 

penitenciario en forma colectiva,  sin que existiera estudio de la persona infractora,  sino 

cumplir la disposición del Juez que imponía una condena. 

Frente a una diversidad de conductas delictivas que se han presentado en el País. 

No se han diseñado modelos de tratamiento penitenciario ni régimen de funcionamiento 

de establecimientos, como tampoco la construcción de establecimiento de reclusión que 

sean acordes con la tipicidad de los delitos que se presentan. 

 El tratamiento penitenciario se ha implementado en forma homogénea para todos 

los reclusos, sin importar género, edad, delito, circunstancias del mismo, grado de 

escolaridad , procedencia rural o urbana, tipo de infractor ocasional o habitual, por 

consiguiente  no se puede hablar de resocialización y menos aún de reinserción social, 

por ende ,  la reincidencia se ha ido incrementado. 

No se cuenta con un Estatuto integro de normas penitenciarias, ya que por falta de 

estudios criminología- sociológica el Código Penitenciario se ha convertidas en una 

colcha de retazos, donde en los dos últimos años se ha querido conjurar las situaciones 

que se presentan en los establecimientos de Reclusión buscando especialmente el 

deshacinamiento. 

No se ha profundizado sobre las disposiciones que van dirigidas al tratamiento 

penitenciarios, se continua con  un sistema progresivo en la forma que está previsto en le 

Ley 65 de 1993, como se observó ha quedado excluido de las tendencias modernas de 

penitenciarismo, se repite, al recluso se la ofrecen  las actividades dirigidas a su 
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ocupación con el propósito que rediman su pena y de esta forma su permanencia en el 

medio hostil y apartado de la sociedad sea el menor posible. 
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